
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

Providencia:
Auto – Revoca y levanta medida cautelar
Radicación Nro.: 
66001-31-03-002-2011-00153-01
Demandante:
José Raúl Larrahondo Trujillo
Demandado:
herederos de Pablo Emilio Martínez Bolívar y otro
Proceso:                
Ejecutivo
Magistrada Ponente: 
Claudia María Arcila Ríos

TEMAS:
MEDIDA CAUTELAR / ACEPTACIÓN DE LA HERENCIA POR LOS HEREDEROS EJECUTADOS / MANERAS DE HACERLO EN LOS PROCESOS EJECUTIVOS / PURA Y SIMPLE / CON BENEFICIO DE INVENTARIO / LEVANTAMIENTO DE EMBARGO Y SECUESTRO DE BIENES PROPIOS.

… no es la delación suficiente para adquirir la calidad de heredero, se requiere además que por un acto de su propia voluntad, quien pretenda serlo, acepte el llamamiento a suceder, porque también puede repudiar la herencia.

Esa aceptación, ya sea expresa o tácita, traduce la inequívoca manifestación del asignatario de recoger la herencia, y se encontrará en ciertos actos jurídicos o materiales realizados por él, de manera voluntaria, con la evidente intención de portarse como heredero. (…)

… el Código de Procedimiento Civil, vigente para cuando los demandados recibieron notificación del auto que libró mandamiento ejecutivo, en el numeral 5º del artículo 587, exigía como requisito de la demanda de sucesión, manifestar si se acepta la herencia pura y simplemente o con beneficio de inventario, entendiendo que “En caso de guardarse silencio sobre el punto se entenderá que se acepta en la segunda forma.” Lo mismo dispone en la actualidad el numeral 4º del artículo 488 del Código General del Proceso.

La aceptación pura y simple, se reitera, no puede hallarse, como lo propone la providencia impugnada, en la circunstancia de haber intervenido los demandados en este proceso ejecutivo, al que fueron llamados como herederos del aceptante de un título valor, porque su actuación no se generó en una conducta libre de su parte y por ende, no puede decirse que hayan hecho acto de heredero como para que se les pueda desconocer el beneficio de inventario con fundamento en el artículo 1.302 del Código Civil. (…)

En síntesis, considera la Sala que el hecho de que los demandados, dentro del término para formular excepciones en este proceso, no hayan formulado la de aceptar la herencia que les fue deferida, con beneficio de inventario, no traduce que lo hicieron de manera pura y simple; también, que con tal beneficio lo hicieron en el trámite del proceso de sucesión que se adelantó. (…)

De esa manera las cosas, en razón a que los demandados fueron citados a este proceso como herederos del causante Pablo Emilio Martínez Bolívar; aceptaron la herencia con beneficio de inventario  y el bien perseguido lo adquirieron por modo diferente a la sucesión del citado difunto, han debido levantarse las medidas que lo afectan, de acuerdo con el artículo 597 del Código General del Proceso…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL- FAMILIA

Magistrada: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, octubre doce (12) de dos mil dieciocho (2018)
Expediente 66001-31-03-002-2011-00153-01

Procede la Sala a decidir el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de los señores Melva Vélez de Martínez, Juan Pablo, Martha Elena, Gloria Patricia y Clara Inés Martínez Vélez, quienes intervinieron en el proceso como herederos del señor Pablo Emilio Martínez Bolívar, aunque la primera es su cónyuge y carece de esa calidad en el primer orden hereditario, frente al auto proferido por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 24 de mayo del presente año, en el proceso ejecutivo instaurado por el señor José Raúl Larrahondo Trujillo contra los impugnantes y el señor Gustavo Marulanda Osorio.
ANTECEDENTES   
1. En el escrito por medio del cual se formuló la acción, solicitó la parte actora se librara mandamiento ejecutivo a su favor y en contra de los herederos determinados e indeterminados del señor Pablo Emilio Martínez Bolívar, por la suma de $50.000.000 y sus intereses moratorios
.
2. Como título ejecutivo aportó una letra de cambio, aceptada por los señores Gustavo Marulanda Osorio y/o Pablo Emilio Martínez Bolívar, a la orden del señor José Raúl Larrahondo Trujillo, por la suma de $50.000.000, para ser cancelada en la ciudad de Cali, el  15 de enero de 2009
. 

3. El 8 de junio de 2011 dispuso el juzgado de primer nivel notificar la existencia del crédito a los herederos determinados del causante Pablo Emilio Martínez Bolívar
, los aquí recurrentes, luego de lo cual, por auto del 22 de agosto del mismo año, libró orden de pago en contra de esas personas
. El 16 de septiembre siguiente se adicionó esa providencia para  incluir como demandado al señor Gustavo Marulanda Osorio
.

4. Los primeros propusieron como excepciones de fondo las que denominaron “no reconocimiento por parte de los demandados del título ejecutivo presentado con la demanda”, “inexistencia del negocio jurídico que le debe servir de base a la obligación que se pretende trasladar a mi mandante”, “inoponibilidad de la obligación a mis mandantes”, “el título valor no llena los requisitos exigidos por el Código de Comercio” y “tacha de falsedad del título valor presentado en la presente demanda”. El ejecutado Marulanda Osorio no propuso ninguna.
5. El 22 de marzo de 2017 se dictó sentencia de primera instancia. En ella se declararon no probadas las excepciones propuestas; se ordenó seguir adelante la ejecución; se decretó el remate de los bienes que se lleguen a embargar y secuestrar; practicar la liquidación del crédito y se condenó en costas a los demandados
.

6. Mediante proveído del 18 de julio de 2017, el juzgado de primer nivel decretó, a solicitud de la parte actora, el embargo y posterior secuestro de la nuda propiedad que tienen los demandados, aquí impugnantes, en el predio identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-59065, inscrito en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de la ciudad de Pereira
. Como dicha oficina informó que el usufructo que lo gravaba había sido cancelado mediante escritura pública No. 0115 del 24 de febrero de 2011, otorgada en la Notaría Sexta del Círculo de Pereira, el a quo ajustó la medida y decretó el embargo y secuestro del referido inmueble y dejó sin efecto la decretada sobre la nuda propiedad
.  
7. Inscrito el embargo, los días 24 y 26 de enero de 2018, la Inspección Dieciocho Municipal de Policía de Pereira, comisionada para el efecto, realizó la diligencia de secuestro respectiva
.
8. Posteriormente, el apoderado de las personas citadas como herederos determinados del causante Pablo Emilio Martínez Bolívar, solicitó el levantamiento de las medidas cautelares que afectan el citado predio. 
Para sustentar esa petición, en resumen, manifestó que el señor Pablo Emilio Martínez Bolívar solo dejó al momento de su deceso una acreencia a su favor, por valor de $7.764.000, correspondiente a devolución de impuestos por la declaración de renta del año 2010 y $1.230.000 representados en tres títulos del Banco Agrario, cada uno por valor de $410.000. Expresó que la cónyuge sobreviviente del citado difunto y sus herederos aceptaron la herencia con beneficio de inventario, la que liquidaron de mutuo acuerdo en la Notaría Quinta del Círculo de Pereira, e indicó que la medida cautelar afecta un predio que a ellos y no al difunto pertenece
.
9. Esa petición se negó mediante la providencia impugnada, en breve síntesis, porque aunque el predio en cuestión, de acuerdo con el certificado de tradición, es un bien propio de los demandados,  los herederos del causante deben responder por las deudas del causante con su propio patrimonio a la luz del contexto de la aceptación de la herencia. Explicó que esta puede ser expresa o tácita, lo primero cuando se toma el título de heredero, lo segundo cuando se ejecuta un acto que supone la intención de aceptar y que no hubiese podido ejecutarse sino en calidad de heredero. Expresó que de acuerdo con el artículo 1.302 del Código Civil, quien realiza acto de heredero, sin previo inventario solmene, sucede en todas las obligaciones transmisibles al difunto a prorrata de su cuota hereditaria, aunque le impongan gravamen que exceda al valor de los bienes que hereda; el título de heredero se adquiere por escritura pública o privada, o mediante un acto de tramitación judicial; este último fue por el que optaron los herederos demandados, pues se apersonaron del proceso ejecutivo formulando excepciones de fondo diferentes al beneficio de inventario, sin acreditar o mencionar la existencia de un inventario solemne previo; es decir, aceptaron tácitamente la herencia del citado causante y por ende asumieron el carácter de representantes de la persona del difunto para sucederle en todos sus bienes y obligaciones, quedando obligados a la solución de pago de todas las deudas que gravan la masa de bienes por él dejados, cualquiera sea su monto y aunque excedan al valor de los bienes, derechos y acciones que constituyen el activo del patrimonio hereditario.
10. Contra esa decisión el apoderado de los referidos demandados interpuso recurso de apelación. Manifestó que el despacho de primer nivel no tuvo en cuenta que ellos no aceptaron la herencia, como lo plasmaron en el escrito por medio del cual formularon excepciones de fondo, que sustentaron en el hecho de no aceptar la calidad de herederos respecto del difunto y en la circunstancia de que como no recibieron herencia alguna, tampoco les era dable heredar sus deudas; por ende, señaló, repudiaron la herencia, más aún cuando para esa época no había proceso de sucesión en curso, este se adelantó posteriormente, por vía notarial y aceptaron con beneficio de inventario. Finalizó diciendo que la medida viola flagrantemente el inciso segundo del artículo 599 del Código General del Proceso, pues el predio de que se trata aparece en cabeza de sus poderdantes, mas no en la del causante. 
CONSIDERACIONES   
1. Se trata en esta oportunidad de establecer si tuvo razón el juez de primer grado al negar la solicitud de levantamiento de las medidas de embargo y secuestro que pesan sobre el inmueble identificado con matrícula inmobiliaria No. 290-59065 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira.

2. Considera el juzgado que los demandados aceptaron la herencia del causante Pablo Emilio Martínez Bolívar de manera pura y simple, en razón a que en este proceso ejecutivo no formularon la excepción de hacerlo con beneficio de inventario. Por ende, deben responder con el bien perseguido, de su exclusiva propiedad y que por venta les transfirió el difunto en vida.
Sus herederos y la cónyuge sobreviviente estiman que deben levantarse las medidas que afectan ese inmueble porque en este proceso repudiaron la herencia del referido difunto; luego la aceptaron con beneficio de inventario y el bien perseguido no lo adquirieron como sucesores del causante.
3. Dice el artículo 1013 del Código Civil que la delación de una asignación es el actual llamamiento de la ley a aceptarla o repudiarla y que la herencia se defiere al heredero en el momento de fallecer la persona de cuya sucesión se trata, si el heredero o legatario no es llamado condicionalmente, o desde el cumplimiento de la condición de ser lo contrario.

Por su parte, el artículo 1282 de la misma obra faculta al heredero para aceptar o repudiar libremente; los efectos de esa aceptación o repudiación se retrotraen al momento en que la herencia ha sido deferida, tal como lo enseña el artículo 1296, y de conformidad con el 1298, la aceptación de una herencia puede ser expresa o tácita. Es expresa cuando se toma el título de heredero, y tácita cuando el heredero ejecuta un acto que supone necesariamente su intención de aceptar, y que no hubiera tenido derecho de ejecutar sino en su calidad de heredero.

De esa manera las cosas, no es la delación suficiente para adquirir la calidad de heredero, se requiere además que por un acto de su propia voluntad, quien pretenda serlo, acepte el llamamiento a suceder, porque también puede repudiar la herencia.

Esa aceptación, ya sea expresa o tácita, traduce la inequívoca manifestación del asignatario de recoger la herencia, y se encontrará en ciertos actos jurídicos o materiales realizados por él, de manera voluntaria, con la evidente intención de portarse como heredero.

De otro lado, el artículo 1302 del Código civil, dice que quien hace  acto de heredero, sin previo inventario solemne, sucede en todas las obligaciones transmisibles del difunto, a prorrata de su cuota hereditaria, aunque le impongan un gravamen que exceda al valor de los bienes que hereda y que habiendo precedido inventario solemne, gozará del beneficio de inventario. 
Y el 81 del Código de Procedimiento Civil, modificado por el Decreto 2282 de 1989, vigente para cuando se libró el inicial mandamiento de pago y recibieron notificación los demandados, autorizaba demandar en proceso ejecutivo a los herederos de una persona fallecida. Concretamente decía esa disposición en lo pertinente: “La demanda podrá formularse contra quienes figuren como herederos abintestato o testamentario, aun cuando no hayan aceptado la herencia. En este caso, si los demandados o ejecutados a quienes se les hubiere notificado personalmente el auto admisorio de la demanda o el mandamiento ejecutivo, no manifiestan su repudio de la herencia en el término para contestar la demanda, o para proponer excepciones en el proceso ejecutivo, se considerará que para efectos procesales aceptan…” 

4. En este caso, los herederos determinados del señor Pablo Emilio Martínez Bolívar y su cónyuge sobreviviente fueron notificados previamente de la existencia del crédito que por medio de este proceso se cobra; posteriormente lo fueron del mandamiento de pago, sin que hayan manifestado su repudio a la herencia, así no lo dijeron de manera expresa en el escrito por medio del cual formularon excepciones, en el que se limitaron a decir que para entonces no ostentaban la calidad de herederos, ni se habían hecho parte en un proceso de sucesión. De esa manera las cosas, para efectos  procesales se entiende que la aceptaron.

Eso, sin embargo, no traduce que la aceptación fue pura y simple, sin beneficio de inventario, como lo entiende el juzgado de primera sede, porque nada de eso dice el precepto de que se trata; tampoco las normas del Código Civil que regulan lo relacionado con esa figura y que impiden al heredero aceptar la herencia con ese beneficio. 
La mayoría de las normas sustanciales consagran ese beneficio en favor de los herederos. Dentro de las primeras pueden citarse el 1305 del código Civil, que dice: “Si de muchos coherederos, los unos quieren aceptar con beneficio de inventario y los otros no, todos ellos serán obligados a aceptar con beneficio de inventario.”, el 1306 que expresa: “El testador no podrá prohibir a un heredero el aceptar con beneficio de inventario” y el 1307, según el cual: “Las herencias del fisco y de todas las corporaciones y establecimiento públicos, se aceptarán precisamente con beneficio de inventario. Se aceptarán de la misma manera las herencias que recaigan en personas que no pueden aceptar o repudiar, sino por el ministerio, o con la autorización de otras.”

Y en materia procesal, el Código de Procedimiento Civil, vigente para cuando los demandados recibieron notificación del auto que libró mandamiento ejecutivo, en el numeral 5º del artículo 587, exigía como requisito de la demanda de sucesión, manifestar si se acepta la herencia pura y simplemente o con beneficio de inventario, entendiendo que “En caso de guardarse silencio sobre el punto se entenderá que se acepta en la segunda forma.” Lo mismo dispone en la actualidad el numeral 4º del artículo 488 del Código General del Proceso.
La aceptación pura y simple, se reitera, no puede hallarse, como lo propone la providencia impugnada, en la circunstancia de haber intervenido los demandados en este proceso ejecutivo, al que fueron llamados como herederos del aceptante de un título valor, porque su actuación no se generó en una conducta libre de su parte y por ende, no puede decirse que hayan hecho acto de heredero como para que se les pueda desconocer el beneficio de inventario con fundamento en el artículo 1.302 del Código Civil. Así lo entiende la Corte Suprema de Justicia en providencia que no por añeja ha perdido vigencia:

“Y en lo que a la aceptación incumbe, viene al caso recordar que de ordinario no se encuentra sometida a especiales recaudos de forma. Dice por consiguiente el artículo 1298 del Código Civil que puede ser expresa o tácita según que se tome el título de heredero del modo que indica el artículo 1299 ibídem, o que se ejecute un acto que suponga necesariamente la intención de aceptar, acto este último que debe ser concluyente en demostrar tal intención y requiere en consecuencia de por lo menos una de estas dos cualidades posibles, a saber: o la de revelar forzosamente, fuera de toda razonable duda, la voluntad de adquirir la herencia, o la de ser su ejecución facultad exclusiva de quien es heredero. Por eso, observando con rigurosa fidelidad el esquema conceptual así descrito y cuyo sustento normativo sustancial no admite en verdad discusión seria, sostuvo durante muchos años la doctrina jurisprudencial que “... si la aceptación tácita de la herencia, según nuestro derecho positivo, resulta indirectamente de ciertos actos jurídicos o materiales ejecutados por el asignatario, y que implican por su parte la voluntad de conducirse como heredero, no puede entenderse que tal forma de aceptación se da cuando a una persona se le notifica en esa calidad presunta el auto admisorio de la demanda, sin objeción alguna de su parte, porque dicho acto procesal no implica generalmente una conducta libre del notificado ni, por ende, puede inferirse de él clara e inequívocamente una evidente voluntad de aceptar la herencia. Es preciso recordar que los principios legales que entre nosotros gobierna la aceptación de la herencia se edifican sobre el concepto de que nadie puede ser heredero contra su voluntad...” (G.J., ts. CXXX\/III, pág. 391 y CLXXII, pág. 52), criterio que hoy en día, debido a la reforma de dudosa validez constitucional introducida al artículo 81 del Código de Procedimiento Civil por el Decreto Ley 2282 de 1989 (art. 1º, num. 33) y consistente ella en crear una exótica modalidad de fingida aceptación con alcance limitado al ámbito procesal únicamente …” 

En sentido similar se había pronunciado la misma Corporación en sentencia del 14 de junio de 1971
.
Además, la aceptación tácita que, se entiende, hicieron en este proceso, lo fue de manera exclusiva para efectos procesales como claramente lo indicaba el artículo 81 del Código de Procedimiento Civil y lo hace en la actualidad el 87 del Código General del Proceso.

El derecho de opción lo ejercieron al otorgar poder para iniciar la sucesión del causante y que se liquidó en la Notaría Quinta del Círculo de Pereira, al indicar que aceptaban la herencia con beneficio de inventario
.

En síntesis, considera la Sala que el hecho de que los demandados, dentro del término para formular excepciones en este proceso, no hayan formulado la de aceptar la herencia que les fue deferida, con beneficio de inventario, no traduce que lo hicieron de manera pura y simple; también, que con tal beneficio lo hicieron en el trámite del proceso de sucesión que se adelantó.
5. El bien perseguido en este asunto no fue adquirido por los demandados en la sucesión del señor Pablo Emilio Martínez Bolívar. En efecto, este les transfirió la nuda propiedad, a título de venta, el 15 de enero de 2010, mediante escritura pública No. 0075, otorgada en la Notaría Sexta de Pereira, y posteriormente, mediante escritura pública No. 0115 del 24 de enero de 2011, otorgada en la Notaría Sexta de la misma ciudad se canceló la reserva del usufructo, como lo acredita el certificado de tradición incorporado al proceso
.

Y las copias de la escritura pública No. 2241 del 4 de mayo de 2012, otorgada en la Notaría Quinta del Círculo de Pereira, por medio de la cual se liquidó la sucesión del tal mencionado causante, evidencian que no se incluyó aquel bien como activo
.

6. De esa manera las cosas, en razón a que los demandados fueron citados a este proceso como herederos del causante Pablo Emilio Martínez Bolívar; aceptaron la herencia con beneficio de inventario  y el bien perseguido lo adquirieron por modo diferente a la sucesión del citado difunto, han debido levantarse las medidas que lo afectan, de acuerdo con el artículo 597 del Código General del Proceso que enlista las causales para que levantar el embargo y secuestro y que en el numeral 7º dice: “Si se trata de embargo sujeto a registro, cuando del certificado del registrador aparezca que la parte contra quien se profirió la medida no es la titular del dominio del respectivo bien…”.
Por tanto, se revocará el auto impugnado. En su lugar se levantarán las medidas que afectan el tan mencionado inmueble y se harán los demás ordenamientos que del caso se desprendan, sin que haya lugar a imponer condena en costas, porque no se dan las circunstancias del artículo 365 del Código General del Proceso.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Unitaria Civil - Familia, 

R E S U E L V E :

1º REVOCAR el auto proferido por el Juzgado Segundo Civil del Circuito de Pereira, el 24 de mayo del año en curso, en el proceso ejecutivo instaurado por el señor José Raúl Larrahondo Trujillo contra los señores Gustavo Marulanda Osorio, Melva Vélez de Martínez, Juan Pablo, Martha Elena, Gloria Patricia y Clara Inés Martínez Vélez.
2º Se decreta el levantamiento del embargo y secuestro que afectan el inmueble con matrícula inmobiliaria No. 290-59065 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira. Líbrese por el funcionario de primera sede el oficio respectivo, para comunicar esa determinación.
Notifíquesele al secuestre que ha cesado en sus funciones, que proceda a hacer entrega del inmueble a quien lo poseía al momento de la diligencia respectiva y a rendir cuentas definitivas de su gestión, en el término de diez días.

3º Sin costas.

Notifíquese
La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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